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Foro educativo:
Cobertura de Medios v. 
Presunción de Inocencia 
“Las dos caras de Jano”
jueves, 29 de noviembre de 2012

El mito de Jano, dios romano de los principios y los finales 
que se invocaba al comienzo de la guerra y de la paz es una 
alegoría apropiada para una situación como la de dos extremos 
de una misma realidad, objeto de discusión en este foro.

Aquí en Puerto Rico sería apropiado tomar la expresión 
del famoso “cuchillo de dos filos” o las dos caras de la misma 
moneda.  Se ha representado también por algunos autores el 
aparente conflicto entre la cobertura mediática y la presunción 
de inocencia como un choque de trenes.

Ciertamente nos encontramos ante dos derechos y 
garantías de la mayor preeminencia y jerarquía, tanto en la 
Constitución de Estados Unidos, como en la Constitución del 
Estado Libre Asociado.
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Lo interesante de esta situación es que, del mero examen 
textual de ambos principios, no se percibe en apariencia 
conflicto alguno.  La presunción de inocencia, como sabemos, 
opera como elemento esencial de la dignidad de la persona 
humana y como garantía de que los procesos se lleven a cabo con 
justicia.  También, que los casos se resuelvan más allá de duda 
razonable.  Nadie puede cuestionar la importancia y el valor de 
dicha garantía.  Por otra parte, es innegable la importancia y 
el valor que tiene, incluso para la sociedad y para los propios 
acusados, los juicios públicos.  Dentro de ello está el acceso a la 
prensa como parte de ese derecho y, como componente obvio 
de la garantía de libertad de prensa, tiene una importancia 
innegable.  El juicio público se incorpora a los ordenamientos 
constitucionales como respuesta constitucional de los famosos 
“Star Chambers”, los juicios privados de la Inglaterra  clásica.  
Estos se convirtieron en sinónimo de la tiranía monárquica 
y, de un componente básico del sistema de equidad, se 
convirtieron en tribunales inquisitoriales.  Langbein, Lerner 
& Smith. History of the Common Law: The Development of 
Anglo American Legal Institutions, Aspen Publishers (2009) 
pág. 578.  Es por ello que se ha estimado que la prensa libre 
es el mayor garante contra los abusos y excesos de los poderes 
públicos y la primera línea de defensa del individuo en una 
sociedad libre.  Es la libertad de prensa la que permite que 
se adelante y se logre, de alguna manera, aquella máxima del 
Juez Brandeis cuando afirmaba que “la luz del sol es el mayor 
desinfectante.” Brandeis, Louis, What Publicity Can Do, 
Harper’s Weekly, 20 Dic 1913.

No obstante, la presión mediática, los avances de la 
tecnología y de las redes sociales y la presión pública para 
resolver, ante la crisis de la criminalidad y la debilidad 
institucional, crean condiciones objetivas e incentivos lo 
suficientemente fuertes para que, con su cobertura, se influya 
decisivamente sobre la percepción pública en un caso criminal.  
Esto plantea retos no sólo para el individuo objeto del proceso 
y para las autoridades públicas, sino también para el sistema 
judicial.  El reconocimiento y la conciencia de esa realidad 
mediática crea la tentación a las autoridades de manipular los 
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medios de comunicación.  Igualmente obliga a los profesionales 
del derecho a tener en consideración la realidad y la presión 
mediáticas como uno de los aspectos a considerar al planificar 
la estrategia general de defensa.  Esto obliga al desarrollo de 
una preparación y destrezas profesionales dirigidas a manejar 
esos aspectos, al igual que el desarrollo de legislación que 
armonice ambos preceptos.

Los mismos retos se imponen sobre los miembros de 
la judicatura para tomar las medidas cautelares necesarias 
sin incurrir en censura previa, pero en cumplimiento con lo 
establecido en la doctrina establecida por nuestro Tribunal 
Supremo.

Por lo tanto, vemos que estamos ante una tarea imponente 
por tratarse de un potencial conflicto que textualmente no 
debería existir.

El Tribunal Supremo de los Estados Unidos ha indicado 
que la libertad de expresión y los juicios justos son dos de las 
políticas más atesoradas por nuestra civilización y sería una 
tarea impensable escoger una de las dos.  Bridges v. California, 
314 U.S. 252 (1941).  En la misma dirección, en el caso Craig 
v. Harney, 331 U.S. 367  (1947), indicó que “un juicio es un 
evento público, lo que transcurre en el  salón de sesiones es  
propiedad pública”.

A pesar de esos valores de la Primera Enmienda en favor de 
la prensa y proyectados hacia el proceso judicial, no debemos 
perder de perspectiva la cardinal importancia de la presunción 
de inocencia dentro de nuestro sistema de justicia.

Esta garantía, que técnicamente no es una presunción ya 
que no es una inferencia que se permita hacer de unos hechos 
previamente establecidos, tiene profundo arraigo en ambas 
tradiciones constitucionales.

A pesar de no existir ese derecho reconocido en el texto de la 
constitución, norteamericana ni en ninguna de sus enmiendas 
desde los inicios de la república, se  ha reconocido el profundo 
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arraigo y su trascendencia desde tiempos remotos.  Coffin v. 
U.S., 156 U.S 432 (1895).  Siempre se ha reconocido como un 
componente básico del sí textualmente reconocido derecho a  
juicio justo.  Estelle v. Williams, 425 U.S. 501 (1976), Herrera 
v. Collins, 506 US 390 (1993).  Esta garantía se ha incorporado 
a los estados por vía de la Enmienda Decimocuarta e impone 
al estado la obligación de demostrar culpabilidad en todas las 
etapas, aunque en las distintas etapas operen quantum de 
prueba distintos.

En Puerto Rico esta presunción de inocencia sí está 
reconocida textualmente cuando, entre los derechos 
reconocidos en los procesos criminales se dispone que el 
acusado tenga derecho a gozar de la presunción de inocencia 
(Sec. II de Art. II de la Constitución del Estado Libre Asociado).  
Esto significa que su culpabilidad debe ser probada más allá 
de duda razonable y que, en todas las etapas del proceso, 
el Estado es quien carga con el peso de la prueba de probar 
todos los elementos del delito cometido y su conexión con 
el acusado.  Pueblo v. Rodríguez Pagán, 182 D.P.R. 239 
(2011).  Esta duda razonable no es  una duda  especulativa ni 
imaginable, ni cualquier  duda posible.  La duda razonable se 
ha reconocido por la doctrina como aquella que es el resultado 
de la consideración serena, justa e imparcial de la totalidad de 
la evidencia del caso o de la falta de suficiente prueba en apoyo 
de la acusación.  Pueblo v. Santiago Collazo, 176 D.P.R. 133 
(2009).

Se ha reconocido igualmente que la presunción de 
inocencia es el pilar del sistema penal puertorriqueño del cual 
surgen derechos corolarios, como  la  garantía del acusado a no 
estar encarcelado preventivamente en exceso de seis meses y 
el derecho a libertad bajo fianza.  Pueblo v. Pagán Medina, 175 
DPR 557 (2009).

La presunción de inocencia se encuentra además 
reconocida en la Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano de 1789, en la Constitución Española de 1978, en el 
Art. 6.2 de la Convención Europea de Derechos Humanos y en 
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el Art. 48 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea.  Ya desde la época del jurisconsulto romano Ulpiano 
se reconocía que era preferible que un crimen no se castigara a 
que un inocente fuera condenado.  Véase Macía, infra.

No obstante, se han discutido y tratado por la doctrina 
norteamericana y la nuestra, situaciones  en las cuales la 
cobertura mediática podría ser perjudicial por el efecto negativo 
sobre potenciales jurados o por la situación creada sobre la 
familia y persona del acusado.  Debido al sensacionalismo y la 
presión por la cobertura noticiosa y la venta de libros, revistas 
y periódicos existe el peligro de que las  determinaciones sobre 
la responsabilidad de los acusados se hagan, no tanto por la 
prueba, como por la presión ejercida sobre los jueces así como 
sobre los potenciales jurados.  Estudios han reconocido que ha 
sido la influencia de los medios lo que ha llevado al incremento 
de las medidas punitivas y ha influido decisivamente en el 
diseño de la política pública en esa dirección.  Sara Sun Beale, 
The News Media’s Influence on Criminal Justice Policy: How 
Market-Driven News Promotes Punitiveness, Vol. 48 William 
and Mary Law Review 397 (2006).  Esto no  implica que esa sea 
necesariamente la  realidad  actual y represente la totalidad de 
la actuación.  Ha sido la prensa  en su cobertura vigorosa la que 
descubrió situaciones abusivas como la del Cerro Maravilla, la 
del asesinato del ciudadano Miguel Cáceres y otro sinnúmero 
de escándalos y abusos.  Ha sido la prensa la que en Estados 
Unidos trajo ante la atención nacional asuntos como el caso de 
Rodney King y Abner Loumia,  y los abusos que llevaron a la 
cárcel al jefe de Policía de Chicago Jon  Burge por la tortura que 
infligía a sus arrestados.  La prensa norteamericana descubrió 
y trajo a la atención la comisión de delitos y los abusos públicos 
del escándalo de Watergate.  El famoso affaire Dreyfus en 
Francia salvó del fusilamiento al imputado, precisamente por 
los señalamientos y la cobertura periodística del escritor Émile 
Zola en la prensa francesa.  En la actualidad, nuestro país 
disfruta de la miniserie “Pablo Escobar el Patrón del Mal”, que 
se transmite precisamente por WAPA y en la que nos refrescan 
nuestra corta  memoria con la historia de cómo fue la prensa 
la que se mantuvo activa y militante frente a los flagelos del 
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Cartel de Medellín aún a costa de la vida de los  fundadores 
y del patrimonio del periódico El Espectador.  La propia 
doctrina jurisprudencial  ha reconocido que no toda  cobertura 
mediática es perjudicial per se.  Nebraska Press Ass’n v. Stuart, 
427 U.S. 539 (1976); Pueblo v. Meliá León, 143 D.P.R. 708 
(1997).  Es igualmente claro y está firmemente asentado que  
los miembros de la prensa, como parte del público en general, 
tienen derecho a presenciar  los juicios criminales, Richmond 
Newspapers Inc. v. Virginia, 448 U.S. 555  (1980) y este derecho 
se extiende  a todas las etapas previas, excepto de Gran Jurado.  
El Vocero v. Puerto Rico, 508 U.S. 147 (1993).

Los juicios mediáticos no son una posibilidad remota 
ni aislada.  Son posibilidades reales que se pueden dar en el 
contexto de casos de alto interés público y que se han dado.  
Debemos recordar que el antiguo Código de Conducta de la 
Judicatura aprobado por la American Bar Association, y en 
específico su Canon 35 fue adoptado a raíz de la conducta 
desplegada en el caso de Bruno Richard Hauptmann, acusado 
del secuestro y asesinato del bebe Lindbergh, caso en el que 
se acuñó por primera vez el término de “circo mediático” que 
fue posteriormente condenado en múltiples casos.  Sheppard 
v. Maxwell, 384 U.S. 333 (1966).  En Estados Unidos es 
dramático el caso de Duke Lacrosse, en donde se acusó a los 
miembros de un equipo deportivo norteamericano de agredir 
y violar a una porrista.  La cobertura mediática que precedió 
el inicio de los procesos legales llevaba a la expectativa de una 
rápida convicción.  La posterior retractación de la víctima y la 
exoneración de los acusados en virtud de pruebas genéticas 
aseguraron su libertad.  Durante el caso de Lindbergh hubo 
más de 730 reporteros y 132 fotógrafos en el tribunal y aunque 
la prensa acordó no presentar reportajes ni fotografías, sino 
hasta después del juicio, estos aparecieron en las salas de cine.  
Bruno Richard Hauptmann fue condenado a la silla eléctrica.

Otro juicio cuyo resultado fue determinado por el furor 
mediático fue el famoso caso Sacco-Vanzetti.  Ferdinando 
Nicola Sacco y Bartolomé Vanzetti fueron juzgados por robo a 
mano armada y asesinato, a pesar de que en ningún momento 
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hubo prueba que los conectaran con el delito imputado, solo que 
al momento de ser arrestados portaban literatura anarquista y 
profesaban pertenecer a grupos anarquistas.  Ni siquiera hubo 
prueba que los conectara con el asesinato o que demostrara 
que el asesinato ocurrido tuviera alguna motivación política.  
Ambos fueron ejecutados.

El propio caso de Sheppard v. Maxwell, es un ejemplo de la 
necesidad de los jueces para restringir la conducta periodística 
en sala y como la deficiencia en adoptar estas medidas 
conducen a privar a un acusado de su derecho a un juicio justo.  
Durante las nueve semanas de juicio la sala estaba llena de 
representantes de la prensa cuyas entradas y salidas causaban 
tal confusión que a pesar de los altoparlantes colocados en la 
Sala era sumamente difícil para los testigos y abogados hacerse 
escuchar.  Hubo reporteros dentro del estrado, haciendo 
la comunicación y colaboración entre abogado y cliente 
virtualmente difícil.  Durante los recesos, se tomaban fotos en 
el salón de sesiones y se tomaba fotos del acusado, abogado, 
testigos y jurados según entraban y salían de la sala.  En este 
caso se estableció que el ambiente carnavalesco pudo haber 
sido evitado por el Juez, toda vez que el salón de sesiones y 
los predios del tribunal están sujetos al control de la corte.  El 
propio número de reporteros y camarógrafos pudo haber sido 
limitado una vez se percataran del perjuicio que producía.  
Igualmente falló en tomar medidas de control en las posibles 
fuentes de información y prohibir declaraciones extrajudiciales 
respecto a la negativa de tomar prueba de polígrafo, de 
someterse a interrogatorio, declaraciones hechas a oficiales o 
cualquier declaración respecto a la culpabilidad del acusado.  
Véase: Weaver, Abramson, Burkoff, Hancock.  “Principles of 
Criminal Procedure”, 4th Edition, 2012.  Thomson West. Pág. 
410.

En Puerto Rico se ha seguido a grandes rasgos la misma 
tendencia de la jurisprudencia norteamericana de tomar 
sanciones como remedio a posteriori, pero donde las medidas 
cautelares previas pueden resultar insuficientes frente al 
alcance y facultades reconocidas a la prensa.
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En Pueblo v. Lebrón González, 113 DPR 81 (1982) en 
el contexto del tristemente célebre caso “Jessica”1.  Tras el 
asesinato de la testigo, la prensa del país comenzó a circular 
una serie de reportajes que asociaban la muerte de Jessica con 
el crimen del cual era testigo, el del apelante Lebrón conocido 
como Tito Camaro.  En este caso, el Tribunal Supremo reafirmó 
el principio de que la simple publicación de notificar sobre un 
proceso judicial no viola per se el derecho constitucional de 
un acusado a un juicio justo e imparcial.  Le corresponde al 
acusado demostrar afirmativa y satisfactoriamente que los 
mismos fueron de tal naturaleza, impacto y exposición que le 
han privado de un juicio justo e imparcial; de naturaleza tan 
inflamatoria o intensa que pudiera inferirse una atmósfera de 
pasión contra el acusado.  Resolvió el tribunal que la asociación 
de la muerte de la víctima con el imputado y el apelativo de 
“notorio delincuente” no fueron suficientes para establecer 
una campaña de publicidad hostil y que las advertencias 
continuas del tribunal a los jurados eran remedios correctivos 
apropiados.  El tribunal destacó que pretendieron inmunizar 
a los jurados del ambiente que les rodea es humanamente 
imposible.

En 1990, el Tribunal Supremo tocó nuevamente el asunto 
a profundidad en el caso de Pueblo v. Hernández Mercado, 
126 DPR 427 (1990).  El Tribunal Supremo recogió según los 
lineamentos generales y el modelo establecido por la doctrina 
norteamericana antes sosteniendo la delicada función de los 
jueces de equilibrar ambos derechos.  El Tribunal Supremo, 
confrontando las publicaciones realizadas y la oportunidad 
de “voir dire” vigoroso que tuvo la defensa, recalcó que 
las instrucciones y advertencias sobre los jurados fueron 
suficientes y las medidas cautelares “altamente confiables”.  
Reafirmó el derecho fundamental de la prensa a publicar lo 
ocurrido en el sistema de justicia criminal.

En el 1991, tras el asesinato del conocido y popular 
empresario Luis Vigoreaux, el Tribunal Supremo volvió a tocar 

1	 Se trató del asesinato de una testigo en un notorio caso criminal.
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el tema de la publicidad excesiva en Pueblo v. Echevarría, 128 
DPR 299 (1991).  En dicho caso se planteó ante el Tribunal que 
la publicidad excesiva del caso los había privado del derecho a 
un juicio imparcial.  El Tribunal hizo un recuento del conflicto 
existente y un recorrido por la Jurisprudencia del Tribunal 
Supremo de los Estados Unidos y reafirmó el principio de 
que “la mera publicación de informaciones noticiosas en 
torno a un proceso judicial no perjudica por sí solo la garantía 
constitucional a un juicio justo, recayendo sobre el acusado, 
[…] demostrar lo contrario.  Incluso se ha considerado que 
no constituye perjuicio la información periodística que 
reseñe la prueba desfilada aun cuando pueda haber alguno en 
corrección”.  El Tribunal entendió que las medidas cautelares 
adoptadas en el caso fueron suficientes, ya que el jurado estuvo 
efectivamente secuestrado y que las publicaciones no fueron 
particularmente inflamatorias en contra de los acusados, 
particularmente en contra de la Sra. Echevarría.

El único caso en el que se han tomado medidas 
cautelares previo al inicio de la adjudicación formal debido 
a lo infamatorio de la publicidad fue en el caso de Pueblo v. 
Molinari Such, 137 DPR 664 (1994) sentencia publicada 
con una opinión concurrente del Juez Rebollo López el 5 de 
diciembre de 1994, en donde el reclamo de publicidad excesiva 
no surgía principalmente de la prensa sino de una campaña 
político partidista.  El imputado Ricardo Molinari Such, 
ahijado del entonces Gobernador Pedro Roselló, fue imputado 
de un accidente vehicular en el que murieron dos personas 
mientras conducía en estado de embriaguez.  Pendiente el caso 
de juicio estaba por celebrarse un referéndum sobre enmiendas 
constitucionales próximas al juicio.

En medio de la campaña surgieron anuncios que aludían a 
que “si eres amigo de Roselló, la justicia es diferente”.  Ante esta 
situación, se planteó ante el Tribunal ordenar la paralización 
del anuncio, lo cual fue denegado.  Sin embargo, en el proceso 
de desinsaculación del jurado, surgieron expresiones de varios 
candidatos que demostraron ideas preconcebidas con respecto 
del acusado debido al clima creado por el anuncio.  Luego de 
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reseñar las medidas disponibles reconoce que solo cuando las 
providencias anteriores sean inútiles procede la paralización 
de los procedimientos o el traslado a otra sala.

En atención a ello se trajo a colación el hecho de que a 
la publicidad natural de corte periodístico se añadiera otra 
publicidad de naturaleza distinta que era la publicidad político 
partidista.  Concluyó que el tribunal no aquilató el efecto que 
esa publicidad tenía en los potenciales jurados en ese momento 
por lo que entendía que lo prudente y correcto, y como medida 
para salvaguardar la presunción de inocencia y el derecho a un 
juicio justo e imparcial, se propusiera el juicio hasta pasado el 
evento electoral.

De hecho, el modelo judicial norteamericano, y el nuestro 
por la influencia decisiva e incuestionable de aquel, parten 
de la visión de que la libertad de prensa y la independiente 
administración de la justicia  no son valores en conflicto, 
sino valores que se apoyan recíprocamente.  Como indica el 
profesor Giorgio Resta ‘’El reportaje  legal, en particular, 
es ampliamente apreciado ya que incrementa la confianza 
pública en el derecho y  descubre la conducta desviada.  Más 
aún beneficia a la  democracia ya que provee un freno a las 
autoridades policíacas, ministeriales y judiciales y protege de 
fracasos a la justicia”.  Por lo tanto, conforme al modelo, indica 
el profesor Resta “cualquier interferencia con la libertad de los 
medios de tener acceso, reportar y comentar sobre procesos 
judiciales es ilícita prima  facie”.

De acuerdo con el análisis del Prof. Resta, en nuestro 
modelo está totalmente prohibida la censura previa, aunque 
los tribunales puedan válidamente limitar las expresiones 
extra judiciales de los participantes del caso.  Si una pieza de 
periodismo irresponsable resulta perjudicial para el proceso 
o el acusado, el sistema jurídico no provee para un fuerte y 
efectivo conjunto de sanciones contra las partes responsables 
de la infracción.  En resumen, conforme a este modelo, el 
sistema judicial, como discute el profesor Resta, concede 
amplia inmunidad a la prensa y recurre solo a mecanismos 
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y remedios procesales dirigidos a neutralizar el efecto de 
la publicidad perjudicial.  Entre las medidas disponibles 
reconocidas, tanto por la jurisprudencia norteamericana como 
por la puertorriqueña, se encuentra el “voir dire’, órdenes 
de mordaza a las partes y a sus abogados, instrucciones 
especiales al jurado, secuestro del jurado, posposiciones del 
juicio, traslado del caso y la revocación de la convicción en 
apelación.  Según el profesor Resta el modelo jurídico respecto 
de la cobertura mediática de los casos se caracteriza por los 
siguientes elementos:

•	 Una virtual ausencia de sanciones penales disuasivas 
dirigidas a prevenir la publicidad perjudicial.

•	 Hostilidad hacia cualquier acto de censura previa.

•	 Restricciones limitadas dirigidas hacia las expresiones 
de los participantes del caso, limitada principalmente 
a órdenes de mordaza.

•	 Uso externo de mecanismos procesales dirigidos a 
neutralizar el impacto de la publicidad perjudicial.  
Resta, Giorgio, “Trying Cases in the Media: A 
Comparative Overview”, 71 Law and Contemporary 
Problems, 31 (2008).

En la época del sensacionalismo, muchas veces las buenas 
intenciones de los oficiales del orden público, el interés de los 
reporteros en los asuntos noticiosos y la conciencia judicial de 
ser parte de un asunto altamente publicitario hacen que las 
medidas remediativas adoptadas sean insuficientes.  El afán 
de las autoridades por mostrar resultados y de responder a los 
reclamos públicos los lleva a incurrir en actos que lesionan los 
derechos y la presunción de inocencia que todos los oficiales 
del orden público están obligados a proteger.  Tomemos por 
ejemplo el famoso “perp walk”.  El “perp walk” es la larga 
caminata que hacen las autoridades con el imputado arrestado 
frente a las redes de comunicación, en los cuales el imputado 
es expuesto a los medios y en los cuales se trata de obtener 
manifestaciones y admisiones inculpatorias.  Con esto muchas 
veces se busca dar la impresión de que se está haciendo 
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algo contra el crimen.  La cobertura del caso, los términos 
utilizados, la manera como son presentados en los medios y 
las expresiones de los oficiales investigadores antes, durante 
y después de los arrestos retratan muchas veces una imagen 
negativa que crea un daño imposible de corregir con los 
remedios tradicionales.  Junto con la necesidad de desarrollar 
una  sensibilidad periodística más refinada se impone una toma 
de conciencia por parte del Estado de la necesidad de proteger 
el estado de derecho en todas sus dimensiones, incluyendo la 
presunción de inocencia de aquellos a los que se les impone la 
obligación de perseguir y castigar por los delitos cometidos.

Muchas veces las medidas cautelares propuestas por la 
doctrina pueden ser insuficientes.  Los remedios en daños 
imponen a la parte perjudicada llevar el peso de corregir los 
excesos de la prensa.  El “voir dire” no siempre ni necesariamente 
funciona en excluir jurados parcializados.  Las instrucciones al 
jurado no siempre se siguen al pie de la letra, muchas veces 
por consideraciones estratégicas o tácticas de los abogados.  
Las órdenes de mordaza obligan a las partes involucradas en 
el pleito, pero muchas veces conducen a “liqueos”  a la prensa 
o que la prensa descanse en rumores, lo que a su vez puede 
resultar más perjudicial que beneficioso.  Las sanciones éticas 
muchas veces no son disuasivas y en algunos casos hay timidez 
en recurrir a ellas.  Los traslados se conceden con rareza y las 
suspensiones más aún, imponiéndole al perjudicado el peso 
de demostrar la gravedad de la información perjudicial y la 
necesidad de recurrir a estas medidas extremas.  Lyon, Andrea 
D., “Criminal Coverage: news Media, Legal Commentary 
and the Crucible of the Presumption of Innocence”, 1 
Reynolds Courts and Media Law Journal 427 (2011).  En 
ninguna situación se hace esto tan grave como en la era de 
las comunicaciones instantáneas de Facebook, Twitter e 
Internet y su influencia sobre jurados potenciales.  Tanto la 
Sexta Enmienda como nuestra Carta de Derechos garantizan 
un juicio público, rápido y por un jurado imparcial.  Gentile 
v. State Bar of Nevada, 501 U.S. 1030 (1991).  La falta de ese 
jurado imparcial representa una grave lesión a la garantía del 
debido proceso de ley que requiere un juicio justo en tribunal 
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justo.  Sobre eso, la doctrina ha sido clara de que un jurado que 
tenga una opinión formada no puede ser imparcial.  Reynolds v. 
United States, 98 U.S. 145 (1878).  En aquellos casos en donde 
exista sustancial publicidad previa al juicio luego del incidente, 
los potenciales miembros del jurado quedan tan inundados de 
información que no pueden evaluar serenamente la evidencia.  
Marcus, Paul.  “The Media in the Courtroom: Attending, 
reporting, Televising Criminal Cases”, 57 Indiana Law Journal 
235 (1982).  Desde el juicio por traición del vice presidente 
Aaron Burr, el juez John Marshall estableció que un jurado 
puede ser descalificado solo si el jurado tuviera una fuerte 
opinión respecto de la inocencia o culpabilidad del acusado que 
no pudiera dejar a un lado, siendo la médula de la cuestión, 
la fuerza y la naturaleza de la opinión formada respecto del 
caso.  El hecho de que la publicidad antes del juicio no quede 
regulada particularmente por el ordenamiento, da paso al 
riesgo de contaminación y de que el juicio ya formalmente 
constituido se convierta en un juicio mediático.

Un caso reciente y moderno es el famoso caso de Aitana, 
la niña española de 3 años que falleció y cuyo desenlace es un 
caso a estudiarse por todos los que tenemos interés en este 
asunto y que está publicado en el Núm. 67 de la Revista Latina 
de Comunicación Social por el Dr. Carlos Macía-Barber.

Esta niña sufrió un accidente en un parque de niños 
mientras era cuidada por el compañero sentimental de su 
madre, un joven de 24 años llamado Diego Pastrana.  La niña 
fue llevada al hospital y dada de alta con un traumatismo 
nasal moderado.  Durante las próximas 72 horas continuó 
con su vida normal, aunque ciertamente su rostro lacerado 
causó preocupación.  Tres días después, luego de regresar de 
la escuela, la niña llegó con signos de cansancio, vomitó varias 
veces y se desvaneció.  Fue llevada al mismo centro de salud 
donde había sido atendida 72 horas antes.  El doctor que la 
examinó encontró evidencia de maltrato físico (consistentes 
traumas y quemaduras) y de abuso sexual (lesiones anales y 
vaginales).  Luego de sufrir un arresto cardiaco fue trasladada 
a otro hospital y admitida a cuidados intensivos.  Siguiendo el 



16 pontificia universidad católica de puerto rico

protocolo en casos en los que se sospecha abusos, llamaron a 
las autoridades.

Diego fue arrestado y llevado a la estación de policía para 
ser interrogado.  Allí testificó que las heridas fueron el resultado 
de una caída de un columpio, versión que fue corroborada por 
una maestra y por la madre de la niña.  Otro reporte médico 
descartó el abuso sexual, aunque sostenía las alegaciones de 
abuso físico y de que su deteriorada condición fue provocada 
por un episodio de esa naturaleza.  El 26 de noviembre de 
2009 Aitana murió después de haber sufrido un cuarto 
infarto cardiaco.  El 27 de noviembre Diego fue sometido a 
acusaciones, por asesinato y abuso infantil.  Ese mismo día 27, 
las autoridades de Islas Canarias organizaron una actividad 
condenando el asesinato de Aitana.  La diseminación de la 
información en los medios y la manera en cómo fue retratado 
el imputado aseguraban una rápida convicción.

El caso de Aitana es un ejemplo del riesgo que representa 
la excesiva cobertura mediática respecto del derecho de 
la persona de presunción de inocencia.  Como señala el 
profesor Macía, este caso pone de manifiesto el problema 
de la trivialización y mediatización del proceso y la falta de 
convicción respecto del valor de la presunción de inocencia, en 
detrimento del propio Art. 520 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal Española.  Este estipula que, tanto el arresto como 
el encarcelamiento y liberación del detenido, deben realizarse 
en el menor detrimento posible de la reputación o patrimonio 
del detenido o prisionero2.  En el caso de Aitana se encontró:

•	 Un injustificado abuso de fuentes anónimas en 
especial en las noticias iniciales.

•	 La mayoría de las fuentes eran institucionales.

•	 Amplia utilización de expertos legales, de salud y 
políticos.

2	 En el Reino Unido el “Contempt of Court Act” de 1981 impone responsabilidades 
directas a las autoridades públicas de proteger activamente la presunción de 
inocencia de los imputados de delito como un interés que debe ser protegido.
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•	 Una notable omisión de fuentes conocidas directa o 
indirectamente por la víctima.

•	 Uso impropio de las imágenes.

•	 Juicio editorial.

•	 Uso inapropiado de estilo y lenguaje, tomado como 
ciertos, eventos circunstanciales.

El imputado tuvo que abandonar las Islas Canarias debido 
al estado depresivo en que se encontraba y solo dos de los 
principales medios ofrecieron disculpas al señor Pastrana.

Otra área de profunda preocupación es lo relacionado 
con el uso de las cámaras en los procesos judiciales.  En el 
caso de Estes v. Texas, 381 U.S. 532 (1965), se concluyó que la 
televisación de los procedimientos tenía tan alta probabilidad 
de prejuicio que se entendía que inherentemente violaba la 
garantía del debido proceso de ley.  Sin embargo, años más 
tarde en Chandler v. Florida, 449 U.S. 560 (1981), se resolvió 
que el uso per se de cámaras, no violaba la garantía del debido 
proceso y dejó la regulación del asunto a los estados.  En esos 
casos se requiere que el acusado demuestre que la cobertura 
del caso tenga un impacto suficiente como para comprometer 
la habilidad de un jurado para juzgarlo imparcialmente y no 
basta con demostrar que el jurado esté al tanto de la atención 
mediática del asunto.

En definitiva, este es un problema que requiere la 
articulación de normas jurisprudenciales precisas y que 
obliguen, tanto a los educadores jurídicos como a la profesión, 
a tener presente la necesidad de desarrollar la destreza de 
manejar los asuntos de la prensa y tomar ese aspecto en 
consideración.  Independientemente del impacto de los 
expertos en relaciones públicas o de consultores de medios, es 
el abogado quien finalmente dicta la pauta a seguir en un caso 
ante los tribunales.

La cobertura mediática puede ser herramienta muy útil 
para levantar el perfil de un cliente, atraer apoyo público o 
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político y desarrollar una amplia campaña en favor de cambios 
en el estado de derecho.  El abogado debe tener presente que 
cuando actúa frente a los medios debe hacerlo siempre en 
beneficio del cliente y que su interés particular es secundario.

Sin embargo, esto trae riesgos y peligros que muchas veces 
pueden ser muy difíciles de predecir o controlar.  Antes de hacer 
cobertura mediática, se deben entender las ramificaciones de 
ello bajo el derecho y bajo el Código de Ética Profesional.  Se 
incurre en el riesgo de enfurecer a los jueces por ir a los medios 
con quejas y se corre el riesgo de poner en peligro la defensa, 
si se adelantan testigos, testimonios o estrategias.  Esto, sin 
contar la presión sobre los clientes y familiares.  Si se provee 
una buena historia, el periodista puede seguir investigando 
y reportando según vaya encontrando información, sin el 
insumo del abogado o del cliente y publicar sin tener su 
consentimiento.

Antes de usted estar claro sobre su estrategia o táctica, 
luego de discutirla con su cliente, diga “sin comentario” 
hasta que esté preparado.  No debe sentirse presionado para 
comentar.  Advierta y aconseje lo mismo a los miembros de 
la familia del acusado.  El cliente debe estar consciente de que 
tiene derecho a negarse a una entrevista y puede escoger el 
portavoz que desee.  Puede y tiene derecho a escoger el tiempo 
y lugar para entrevistas y seleccionar un reportero específico.  
Tiene igualmente derecho a responder a cualquier pregunta 
con la que se sienta cómodo.

Debe además, existir otro tipo de cobertura en cuanto a 
estos asuntos.  Se debe entrevistar en momentos apropiados.  
No se deben utilizar eufemismos para describir a famosos o a 
víctimas.  Se debe evitar la glamorización o exhibir demasiada 
agresividad al momento de obtener una entrevista.  No se 
deben ignorar los deseos de las víctimas y de los sobrevivientes 
al  grabar o filmar escenas de cadáveres, desmembramientos, 
sangre o utilizar la escena del crimen como una pauta en 
los reportajes.  Debe existir mucho cuidado con reportar 
elementos circunstanciales o prueba de referencia como datos.  
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Igualmente reproducir o identificar a víctimas menores de 
edad, no cubrir el crimen o realizar entrevistas antes de que las 
notificaciones oficiales se hayan realizado.  Sobre esto ver: “A 
Guide to the risks of media coverage in criminal cases and how 
to manage them”, Fair Trials International, October 2012.

Es necesario igualmente, la adopción de medidas 
cautelares dirigidas a prevenir el daño en lugar de remediarlo, 
todo esto sin menoscabar la cardinal importancia de la libertad 
de prensa tan vital para nuestra vida democrática.  Es un reto 
difícil que requiere el diálogo sincero entre los medios, las 
instituciones y la academia para lograr el balance que la justica 
requiere.
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